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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 11 
de septiembre de 2008, ha exa-
minado el expediente relativo al 
proyecto de Decreto por el que se 
establecen los requisitos y el 
procedimiento para la autorización 
de centros específicos de asistencia 
a drogodependientes de Castilla y 
León, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 17 de junio de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al proyecto de 
Decreto tramitado por la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, 
por el que se establecen los requisi os y el procedimiento para la 
autorización de centros específicos de asistencia a drogodependientes de 
Castilla y León. 

t

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 24 de junio de 

2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 595/2008, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 
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Primero.- El proyecto. 
 

El proyecto de decreto sometido a consulta consta de un preámbulo, 20 
artículos distribuidos en 3 Títulos, una disposición adicional, dos disposiciones 
transitorias y dos disposiciones finales. 
 

El texto remitido viene acompañado de un índice de documentos 
comprensivo de los sucesivos borradores del proyecto, de la memoria del 
mismo, de las sugerencias formuladas por diversas Consejerías y las remitidas 
durante el trámite de audiencia y del informe de la Asesoría Jurídica de la 
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades. 
 

El preámbulo justifica la oportunidad de la nueva norma en la necesidad 
de uniformar la diversificada oferta existente de recursos de asistencia a 
drogodependientes, ante la actual ausencia de una norma específica sobre su 
régimen de autorización “que establezca unos criterios de calidad y garantía de 
funcionamiento, que repercutan en una mayor eficacia de los centros, servicios 
y establecimientos y que aseguren a las personas afectadas por 
drogodependencias que los mismos reúnen unas condiciones mínimas 
indispensables para lograr satisfacer los servicios que la sociedad les demanda”. 

 
Por tanto, lo que se pretende con la norma proyectada es solucionar el 

problema de la falta de regulación de las autorizaciones administrativas de los 
centros específicos de asistencia a drogodependientes, complementando de 
esta forma las normas de autorización ya existentes para centros asistenciales 
de carácter sanitario y de atención social, que también pueden atender a 
personas con estos problemas de dependencia. 
 
 El Título I, con la rúbrica “Disposiciones Generales” (artículos 1 al 4), 
regula el objeto de la norma, su ámbito de aplicación, el régimen general de las 
autorizaciones y las obligaciones comunes de los centros específicos de 
asistencia a drogodependientes. 
 
 El Título II, titulado “Requisitos y procedimiento para la concesión de 
autorizaciones” (artículos 5 a 19), regula el régimen de las autorizaciones de 
instalación, funcionamiento, modificación y traslado, y cierre. Está dividido en 5 
capítulos: 
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  - Capítulo I: “Disposiciones Comunes” (artículos 5 a 8). Está 
dedicado al procedimiento administrativo de obtención de la autorización, 
solicitud y procedimiento, subsanación, defectos, instrucción, plazos para la 
resolución, y revocación de la autorización. 
 
  - Capítulo II: “Autorización administrativa de instalación”. Regula 
en dos artículos, 9 y 10, los requisitos para obtener la autorización de 
instalación y la caducidad de la misma. 
  
  - Capítulo III, “Autorización de funcionamiento” (artículos 11 a 
15). Establece los requisitos para obtenerla, así como la tramitación, resolución, 
vigencia, renovación, publicidad y consecuencias de la carencia de la 
autorización de funcionamiento. 
 
  - Capítulo IV: “Autorización de modificación y traslado” (artículos 
16 y 17). Establece los requisitos que deben cumplirse para obtener las 
autorizaciones de modificación y traslado, así como la tramitación y resolución 
del procedimiento que ha de seguirse al efecto. 
 
  - Capítulo V: “Autorización de cierre”, (artículos 18 y 19). El 
capítulo prevé los requisitos a cumplir para obtener la autorización de cierre de 
los centros específicos y regula el modo en que han de tramitarse y resolverse 
estas autorizaciones.  
 
 Título III (artículo 20), con la rúbrica “Infracciones y Sanciones”, 
contiene únicamente una remisión normativa.  
 
 La disposición adicional prevé una autorización automática de 
funcionamiento para los centros de asistencia a drogodependientes ya 
acreditados.  
  
 En cuanto a las disposiciones transitorias: 
 
  - La primera otorga un plazo de seis meses para obtener la 
autorización de funcionamiento a los centros específicos de asistencia a 
drogodependientes existentes. 
 

 3



 

  - La segunda concede el mismo plazo a los centros específicos de 
asistencia a drogodependientes en construcción o modificación o que aún no 
estén en funcionamiento. 
 
 Por lo que refiere a las disposiciones finales: 
 
  - La primera faculta al titular de la Consejería competente en 
materia de drogodependencias a dictar las disposiciones necesarias para la 
aplicación y el desarrollo del presente decreto. 
 
  - La segunda delimita el momento de su entrada en vigor. 
 
 Segundo.- El expediente remitido. 
 

El expediente que acompaña al proyecto de decreto, además de un 
índice de los documentos que lo conforman, contiene la Memoria justificativa 
del borrador, comprensiva de los siguientes apartados: 
 

 - Estudio del marco normativo, partiendo de la relación de la Ley 
3/1994, de 29 de marzo, de Prevención, Asistencia e Integración Social de 
Drogodependientes de Castilla y León.  
 

 - Informe sobre la necesidad y oportunidad del dictado de una 
nueva norma. 
 

 - Estudio económico. 
 

- Referencia a la práctica del correspondiente trámite de audiencia 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 75.4 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 
  Han formulado observaciones, durante el trámite de audiencia 
practicado, las Consejerías de Medio Ambiente, Fomento, Cultura y Turismo y 
Sanidad.  
 

No consta la concesión de un trámite de audiencia específico a 
entidades, asociaciones y organizaciones, afectados por ser titulares de centros 
de asistencia a drogodependientes. 
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- Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos, de fecha 23 de 
mayo de 2008. 
 

- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios, fechado el 5 de mayo de 2008, cumpliendo con el artículo 76.2 
de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 
Comunidad de Castilla y León.  

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

Examinado por este Consejo Consultivo el expediente remitido, se 
observa que el mismo está incompleto, al carecer del informe preceptivo del 
Consejo Asesor de Drogodependencias, previsto en el artículo 3.1.1c) del 
Decreto 201/1997, de 9 de octubre. 

 
Solicitado el referido informe el 12 de agosto de 2008, se recibe un 

documento de la Secretaria del referido Consejo Asesor, fechado el 29 de julio 
de 2008, que certifica: 

 
“Que en la reunión celebrada por el Pleno de dicho órgano el día 3 

de marzo de 2008, entre otros asuntos, se dio trámite de informe preceptivo 
sobre el Anteproyecto de Decreto por el que se establece el régimen jurídico y 
el procedimiento para la autorización administrativa de centros específicos de 
asistencia a drogodependientes, habiéndose informado favorablemente, toda 
vez que abierto plazo para alegaciones al citado proyecto no se ha formulado 
ninguna a excepción de las procedentes de CCOO que han sido objeto de la 
oportuna valoración. 

 
»La presente Certificación es emitida con anterioridad a la 

aprobación del correspondiente acta”. 
 

Tercero.- Con fecha 12 de agosto de 2008 tiene entrada en el registro 
del Consejo Consultivo de Castilla y León la documentación requerida. 

 
Cuarto.- Mediante Acuerdo del Presidente del Consejo de 2 de 

septiembre de 2008, se levanta la suspensión del plazo para la emisión del 
dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León prevé que el 

Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la 
Junta y de la Administración de la Comunidad, y encomienda al legislador 
autonómico la regulación de su composición y competencias. 

 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo, en su 

artículo 4.1.d) califica como preceptiva la consulta para el supuesto de 
proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 

 
En el presente caso corresponde a la Sección Segunda la competencia 

para emitir el dictamen, según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado 
a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 

de los reglamentos. 
 

El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 
 

Para el supuesto de los proyectos de decreto, se entiende como 
documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 del mismo texto legal. 
 

Contrastada esta documentación, puede afirmarse que el proyecto 
cumple las exigencias sustanciales de elaboración de disposiciones de carácter 
general, aspecto éste de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
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procedimiento, tanto en su aspecto formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de las decisiones 
administrativas, que tienen por finalidad integrarse en el ordenamiento jurídico 
autonómico con eficacia. 

 
No obstante, hay que dejar constancia de que falta en el expediente 

administrativo el informe preceptivo del Consejo Asesor de Drogodependencias, 
previsto en el artículo 3.1.1c) del Decreto 201/1997, de 9 de octubre. Del 
certificado emitido a requerimiento de este Consejo Consultivo de Castilla y 
León, se desprende que el referido Consejo se reunió y que debió existir un 
informe oral. 

 
No sólo hace falta recordar el régimen jurídico de los órganos colegiados, 

sino que hay que puntualizar que el informe debió ser emitido por escrito; y no 
sólo para el conocimiento del Consejo Consultivo, sino también –y previamente- 
del órgano a quien compete la elaboración de la norma y su aprobación 
posterior. 

  
Debe hacerse la observación de que en el expediente administrativo no 

consta la concesión de un trámite de audiencia específico a entidades, 
asociaciones y organizaciones, afectadas por ser titulares de centros de 
asistencia a drogodependientes. Aunque se supone que las mismas forman 
parte del Consejo Asesor de Drogodependencias, debe tenerse presente que el 
artículo 105.a) de la Constitución establece que la ley regulará la audiencia de 
los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones 
reconocidas por la Ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones 
administrativas que les afecten. Esto es, aunque ni se exige ni garantiza la 
audiencia de los ciudadanos en cualesquiera circunstancias, es obvio que el 
espíritu de la previsión constitucional es la de ser favorable o proclive a facilitar 
dicha audiencia.  

 
3ª.- Competencia y rango de la norma proyectada. 
 
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León establece, en su artículo 70, 

las competencias exclusivas de la Comunidad Autónoma en materias tales como 
la prevención, atención e inserción social de los colectivos afectados por la 
discapacidad, la dependencia o la exclusión social, debiéndose considerar como 
uno de ellos la población drogodependiente. 

 7



 

La Ley 3/1994, de 29 de marzo, de prevención, asistencia e integración 
social de drogodependientes de Castilla y León, establece la competencia de la 
Junta de Castilla y León (artículos 15.2 y 44.7) para fijar los requisitos y 
aprobar la normativa de autorización de apertura y funcionamiento de centros 
de atención a drogodependientes, siendo competencia específica de la 
Consejería competente en materia de drogodependencias -actualmente la 
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades-, según establece el artículo 
45.1.a), “el otorgamiento de la autorización de instalación, puesta en 
funcionamiento, modificación, ampliación, traslado y cierre de centros, servicios 
y establecimientos específicos de asistencia a drogodependientes”, y el b) “La 
acreditación de centros, servicios, y establecimientos específicos de asistencia a 
drogodependientes, así como su renovación y revocación”. 

 
Por último, la disposición final primera, apartado primero, de la Ley 

3/1994, de 29 de marzo -en este caso en relación con el artículos 15.2 de la 
misma norma-, autoriza a la Junta de Castilla y León a dictar cuantas normas 
sean precisas para el desarrollo y ejecución del la Ley 3/1994. 

 
Deben tenerse presentes las previsiones contenidas en el Decreto 

60/2005, de 21 de julio, por el que se aprueba el V Plan Regional sobre Drogas 
de Castilla y León, cuyo Capítulo V -línea estratégica 4- refiere medidas de 
asistencia e integración social de drogodependientes y, en particular, garantiza 
unos mínimos de calidad de los centros de tratamiento. 

 
En la actualidad, la actividad de los centros de asistencia a 

drogodependientes se encuentra indirecta y tangencialmente regulada por la 
Orden de 30 de mayo de 1988, de la extinta Consejería de Cultura y Bienestar 
Social, por la que se regula la acreditación de los centros y servicios de atención 
a toxicómanos; y por el Decreto 8/1997, de 23 de enero, por el que se regulan 
los tratamientos con opiáceos a personas dependientes de los mismos en 
Castilla y León. 

 
Un informe complementario realizado por el Comisionado Regional para 

la Droga, justifica la pervivencia de las referidas normas -no hay disposición 
derogatoria en el presente proyecto de Decreto-, en que la Orden de la antigua 
Consejería de Cultura y Bienestar Social, de 30 de mayo de 1988, es una norma 
de acreditación de la calidad asistencial de los centros de atención a 
toxicómanos, no de autorización de los mismos. El Decreto 8/1997, de 23 de 
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enero, regula una modalidad concreta del tratamiento farmacológico aplicable a 
pacientes dependientes de los opiáceos, dictada en desarrollo de la normativa 
básica de carácter estatal (Reales Decretos 75/1990, de 19 de enero, y 5/1996, 
de 15 de enero). 

 
La autorización o “acreditación” de estos centros se configura como un 

acto administrativo reglado que, además de suponer la constatación de que los 
centros o servicios reúnen las condiciones necesarias para la prestación de 
servicios en materia de drogodependencias -esto es, las requeridas para su 
apertura y funcionamiento-, les habilita asimismo como interesados para la 
concurrencia a subvenciones, formalización de convenios de colaboración o 
conciertos con la Administración; siempre que también en estos últimos 
supuestos se reúnan las demás condiciones o requisitos exigidos por las 
convocatorias correspondientes. 

 
La autorización concedida es uno de los supuestos de “autorizaciones 

operativas” o de “funcionamiento”, las cuales están vinculadas necesariamente 
al mantenimiento de los requisitos esenciales o básicos concurrentes en el 
momento de su otorgamiento y a los que en el futuro se establezcan por el 
ordenamiento al respecto, por lo que será necesaria la inspección continua de 
éstos centros para dar satisfactorio cumplimiento a la presente norma y al 
interés público.  

 
4ª.- Observaciones en cuanto al fondo. 

 
Los reglamentos ejecutivos, como es el caso del proyecto sometido a 

dictamen, se definen jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal Supremo de 
24 de julio de 2003 y 27 de mayo de 2002, entre otras) como aquellos que “de 
forma total o parcial completan, desarrollan, pormenorizan, aplican o 
complementan una o varias leyes (…) dando cabida a los Reglamentos que 
ejecutan habilitaciones legales, con independencia de cualquier desarrollo 
material”. 
 

En este caso es, por tanto, preceptivo el dictamen sobre el mismo, 
diferenciándose así de los que no requieren dicho dictamen, que son los 
reglamentos independientes o de carácter organizativo (que “son aquellos de 
organización interna mediante los cuales una Administración organiza 
libremente sus órganos y servicios”, según señala la Sentencia del Tribunal 
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Supremo de 27 de mayo de 2002), regulando materias no comprendidas en el 
ámbito de la reserva de ley. 

 
Una vez efectuadas estas consideraciones previas, el Consejo Consultivo 

considera que procede realizar las siguientes observaciones al proyecto de 
decreto sometido a consulta: 

 
Parte dispositiva. 
 
El Título I dentro del que está encuadrado el artículo 1, fue modificado a 

instancia de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Familia e Igualdad de 
Oportunidades, con el objeto de darle una mejor sistemática y, por ello, 
claridad a sus artículos. Con la nueva redacción se da completa satisfacción a la 
Resolución de 28 de julio de 2005, de la Subsecretaría del Ministerio de la 
Presidencia, por la que se da publicidad al Acuerdo del Consejo de Ministros, de 
22 de julio de 2005, por el que se aprueban las Directrices de técnica normativa 
para la Administración General del Estado, norma que -a falta de precepto 
propio- es acogida como criterio interpretador por este Consejo Consultivo. 

 
Artículo 3.- Régimen de autorizaciones. 
 
El punto 30 del referido Acuerdo de Directrices de técnica normativa, 

recomienda que los artículos no sean excesivamente largos: “cada artículo debe 
recoger un precepto, mandato, instrucción o regla, o varios de ellos, siempre 
que respondan a una misma unidad temática”. No es conveniente que los 
artículos tengan más de cuatro apartados. El artículo 3, según este criterio, 
podría considerarse excesivamente prolijo, lo que dificultaría su ágil 
comprensión. 

 
El apartado 1 podría simplificarse, por un lado porque indica la 

competencia concreta, actualmente de la Consejería de Familia e Igualdad de 
Oportunidades, para el otorgamiento de las autorizaciones de los centros 
específicos del artículo 2, a salvo de las competencias de carácter sanitario; 
advertencia que aunque pueda considerarse obvia analizando el ámbito de la 
norma, trasluce que no se trata de una autorización omnicomprensiva y 
general. Por otro lado, especificar la modificación realizada en el artículo 45 de 
la Ley 3/1994, de 29 de marzo, tiene una eficacia reducida, dado que aunque 
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puede ser práctico recordarla, únicamente por ser reciente, afecta a la claridad 
y sencillez del texto. 

 
El apartado 2, con la finalidad de dar una mayor claridad a la 

autorización de instalación, acota lo que considera modificaciones sustanciales 
en su estructura e instalaciones, entendiendo por tales las obras que tengan la 
consideración de edificación, remitiendo a las letras b) y c) del artículo 2 de la 
Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.  

 
No obstante, debe tenerse en cuenta que no es razonable considerar 

sustancial únicamente las obras de intervención en la estructura arquitectónica 
del centro, omitiendo la relevancia de otras posibles variaciones, como pueden 
ser las de instalaciones que afecten o singularicen la oferta asistencial del 
centro (artículo 9 b)), cuando alguna de ellas puede ser determinante de un 
tratamiento o de la especificidad de un centro en particular y tener mayor 
importancia que, por ejemplo, “una variación esencial de la composición 
general exterior”, más cercana a una licencia urbanística que a una autorización 
de un centro de atención a drogodependientes.  

 
Artículo 5.- Solicitudes y procedimiento. 
 
Teniendo en cuenta el carácter de legislación básica del artículo 38.4 de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y la redacción del 
artículo 5.1 del proyecto, el término “preferentemente” carece de contenido 
normativo y de virtualidad práctica, no pasando más que de una mera 
recomendación.  

 
En parecidas circunstancias se encuentra el apartado 2 del presente 

artículo, ya que, teniendo en cuenta el objeto de la presente norma, regulado 
en el artículo 1, no añade nada sustancial. No obstante, la referencia a la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, tiene utilidad práctica para 
los preceptos del procedimiento regulados a continuación: artículo 6, 
subsanación de defectos; artículo 7, instrucción y resolución; artículo 8, 
revocación de la autorización. 
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Artículo 9.- Requisitos para obtener la autorización de 
instalación. 

 
En el apartado f) se señala como requisito “declarar que los ingresos 

económicos que pudieran generarse por la actividad de los usuarios en el 
centro, servicio o establecimiento se destinarán al reforzamiento de la actividad 
asistencial”. En el mismo sentido se pronuncia también el artículo 11.2.e). Lo 
que se pretende en estos artículos es regular la eventualidad de que en el 
centro se realice un trabajo de carácter terapéutico y formativo, y prever su 
finalidad social. 

 
No obstante las buenas intenciones de la norma -los rendimientos 

obtenidos con el trabajo de los internos no supondrán lucro para el centro, sino 
que se invertirán en mejoras asistenciales comunes-, debe valorarse la posible 
condición de empresario del centro y su sujeción a relación laboral de carácter 
especial con el drogodependiente trabajador, y las consecuencias que de ello se 
derivan (laborales, de seguridad social, fiscales, etc.). 

 
El Estatuto de los Trabajadores, texto refundido aprobado por Real 

Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, regula en su artículo 2 las 
“relaciones laborales de carácter especial”, considerando entre ellas: “c) La de 
los penados en las instituciones penitenciarias (…); g) La de los trabajadores 
minusválidos que presten sus servicios en los centros especiales de empleo; e i) 
Cualquier otro trabajo que sea expresamente declarado como relación laboral 
de carácter especial por una Ley (…)”. Esta es la razón por la que se considera 
que debería prestarse especial atención en relación con las previsiones de este 
artículo en su apartado f) y, en el mismo sentido, las contenidas en el artículo 
11.2.e).  

 
Artículo 10. Caducidad de la autorización de instalación. 
 
La redacción del precepto es equívoca; el apartado 1 señala que “la 

autorización de instalación caducará si transcurrido un año, a contar desde el 
día siguiente a la notificación de su concesión y por causa imputable al 
interesado, no se han iniciado las obras necesarias o, habiéndose iniciado las 
mismas, llevasen más de un año interrumpidas”. Según el tenor literal del 
precepto, se considera caducada la autorización si transcurrido un año por 
causa imputable al interesado, no se han iniciado las obras necesarias. No 
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obstante, el texto podría interpretarse que, una vez iniciadas las obras, si se 
interrumpen durante más de un año, la caducidad se produce aunque la causa 
no sea imputable al interesado. 

 
La redacción se supone que debería hacer referencia a que la 

autorización de instalación caducará si transcurrido un año, a contar desde el 
día siguiente a la notificación de su concesión, no se han iniciado las obras 
necesarias o, habiéndose iniciado las mismas, llevasen más de un año 
interrumpidas, en ambos casos por causa imputable al interesado. 

 
Artículo 11.- Requisitos para obtener la autorización de 

funcionamiento. 
 
El apartado e) exige como requisito “tener cubiertos los daños que 

puedan sufrir los inmuebles, bienes y las personas por cualquier causa, 
incluidos los derivados de las actuaciones de los profesionales y de las 
conductas de los usuarios que asisten al centro”. Debería precisarse si para dar 
solución a estos eventos la norma se refiere a la necesidad de tener concertado 
un seguro, o si bastaría una simple provisión contable.  

 
Artículo 18.- Requisitos para obtener la autorización de cierre. 
 
El artículo establece determinadas exigencias para obtener la autorización 

de cierre de un centro específico de asistencia a drogodependientes, entre las 
que se incluye la de “garantizar la continuidad de las intervenciones terapéuticas 
iniciadas y acreditar la aceptación por parte de cada uno de los pacientes del 
centro, servicio o establecimiento de las medidas propuestas para la 
continuidad asistencial”. 

 
No obstante, hay situaciones en las que puede no estarse en condiciones 

de garantizar la continuidad de una actividad, y menos que la forma de hacerla 
sea aceptada por cada uno de los pacientes. Por ejemplo en caso de concurso 
(Ley 22/2003, de 9 julio, Concursal), la forma de continuar o no la actividad 
quedará determinada, en última instancia, por el convenio y por el Juez de lo 
Mercantil competente.  

 
Por todo ello este Consejo Consultivo, recomienda que para evitar el 

abandono efectivo de un paciente, con el consiguiente quebranto terapéutico, 
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debería añadirse la obligación de llevar a cabo adoptar, a modo de garantía, las 
oportunas provisiones contables, o si se quiere una medida más severa, la 
constitución de una fianza que garantice de actividad. Esta sugerencia, que 
puede considerarse gravosa desde el punto de vista de la gestión, en la práctica 
puede resultar efectiva, dado que no hay que olvidar que la Administración de 
la Comunidad queda en último caso como garante de cualquier servicio público 
que haya de prestarse.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Consideradas las observaciones formuladas, puede elevarse a la Junta de 

Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto tramitado por la 
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, por el que se establecen 
los requisitos y el procedimiento para la autorización de centros específicos de 
asistencia a drogodependientes de Castilla y León. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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